Poder Judicial de la Nación

Juz. 9  Sec. 17

Causa N( 1.753/98 “DE LA VEGA FLORENCIA c/ TRINIDAD ROBERTO 

                                   CARLOS s/ nulidad de marca”

En Buenos Aires, a los  28 días del mes de agosto del año dos mil doce hallándose reunidos en acuerdo los Señores Vocales de la Sala III de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal a fin de pronunciarse en los autos “DE LA VEGA FLORENCIA c/ TRINIDAD ROBERTO CARLOS s/ nulidad de marca”, y de acuerdo al orden de sorteo el Dr. Recondo dijo:



I. La actora, en su escrito de demanda, solicitó: 1) la nulidad de la solicitud de la marca FLORENCIA DE LA VEGA (actas nº 2.093.556 y 2.093.557), por estimar que dicho signo se configura con su nombre y apellido real, lo que invade el derecho exclusivo que tiene sobre su nombre y apellido (art 3, inc h de la ley marcaria; art 953 Cod Civil y ley 18.248); 2) que se declaren fundadas las oposiciones presentadas (ver fs.15/16); y, finalmente 3) que se ordene a la demandada a cesar en la utilización del nombre y apellido de su nombre como nombre comercial (fs.12/13 y ampliación de fs.42/55).




Corrido el traslado de ley, la demandada no contestó la demanda, dándosele por decaído el derecho a hacerlo en lo sucesivo (ver proveído de fs.112 vta.).




El Juez resolvió admitir el incidente de explotación solicitado (art. 35 de la ley marcaria) y la caución fijada. En consecuencia, fijó la caución que debía prestar la demandada en la suma de 6.000 pesos para el caso que decida continuar con la utilización de la marca (fs.118). Esta Sala -aunque con distinta integración- confirmó la sentencia apelada, con costas (fs.141/142). En ese sentido, cabe señalar que la demandada luego desistió de las solicitudes de registro de marca (ver fs.147/149), lo cual fue presentado ante el INPI el 12 de febrero de 2002 (Disposición nº 98677/78 ver fs.578/579).




A fs.153 el doctor Segreto intimó a la demandada a que manifieste también si cesará en el uso del seudónimo FLORENCIA DE LA VEGA como nombre comercial bajo apercibimiento de fijar caución real y advirtió que la fijada a fs.118 perdió virtualidad ante el desistimiento de las solicitudes marcarias. Notificada la demandante de la intimación cursada (fs.154), el señor Juez resolvió que atento a las manifestaciones vertidas por la demandada respecto a que no utilizará la denominación impugnada (fs.155), correspondía fijar la caución real que debía prestar la actora en la suma de 3.000 pesos (fs.156 y vta). La Sala confirmó la resolución apelada (fs.188 y vta).




El 3 de marzo de 2000 el doctor Márquez decidió que con la inscripción del embargo ordenado (ver fs.201/206 y 209/213), la recurrente dio cumplimiento con la prestación de la caución ordenada a fs.156 y comunicó a la demandada que deberá cesar en el uso de nombre comercial (fs.215) y agregó, que la medida debía ser cumplida sin condicionamiento alguno; es decir, que incluye el uso de FLORENCIA DE LA VEGA aun como seudónimo (fs.218 vta.).




II. El señor Juez resolvió declarar abstracto el tratamiento de la nulidad perseguida por la actora en razón del desistimiento de aquéllas solicitudes.




Respecto del cese de uso considero que la denominación FLORENCIA DE LA VEGA reviste el carácter de seudónimo y que, como tal, ha adquirido notoriedad. Resaltó que no hubo malicia en la actitud de Trinidad ni persiguió aprovecharse de un nombre ajeno y que, en el caso de la actora, desarrollan actividades completamente distintas.




En tales condiciones, rechazó la demanda con costas por su orden (art. 68, segundo párrafo, Código Procesal).




III. Apeló la actora a fs.588, recurso que fue concedido libremente a fs.589, expresó agravios a fs.598/610 el que no fue contestado (ver fs.612). Median también recursos por los honorarios regulados, los que serán tratados por la Sala en conjunto al final del acuerdo.




A fs.615 la Sala convocó a una audiencia conciliatoria a las partes, dejándose constancia de la comparencia de la accionante y la incomparencia de la parte demandada (fs.632), pese a encontrarse debidamente notificada (ver cedulas de fs.630 y 631).




IV. Ante todo corresponde hacer hincapié en la conducta procesal  desplegada por la demandada en estas actuaciones. En efecto, tal como expresé anteriormente, la demandada no contestó la demanda, dándosele por decaído el derecho a hacerlo en lo sucesivo (ver proveído de fs.112 vta.) ni tampoco alegó sobre el mérito de la prueba, pese a encontrarse debidamente notificada (fs.564; art 482 Código Procesal). A su vez, del escrito de agravios presentado por la actora contra la sentencia definitiva (fs.598/609), no mereció respuesta alguna (ver fs.612). Finalmente, la Sala convocó a una audiencia conciliatoria a las partes, dejándose constancia de la incomparencia de la parte demandada (fs.632), pese a encontrarse debidamente notificada (ver cedula de fs.631).



V. Primeramente se agravia que el sentenciante haya declarado abstracto el tratamiento de la nulidad de las solicitudes FLORENCIA DE LA VEGA (actas nº 2.093.556/557). Aduce que toda vez que el demandado se allanó a la pretensión de su mandante al desistir de las solicitudes el a quo debería haber declarado la nulidad de ellas.




El agravio es abstracto. En su escrito de demanda la actora pidió “la nulidad de la solicitud” (fs.12 vta); es decir, que para expedirse sobre ella era presupuesto necesario que la solicitud marcaria estuviera vigente.




Ahora bien, frente a una oposición al registro de una marca, la acción por cese de ella incumbe a la solicitante, quien dispone de un año para iniciarla (art. 16, ley 22.362). En el sub examen, fue la oponente la que demandó a fin de que se decidiese la procedencia de sus protestas (nulidad de la solicitud y procedencia de la oposición), más la contraria no activo el trámite y la solicitud cayó en abandono, importando puntualizar que al momento del desistimiento (fechado el 12-2-02) la marca protestada ya había caído en abandono.




Ello así, teniendo en cuenta que el desistimiento formulado en autos de las solicitudes nº 2.093.556 y 2.093.557 por parte de la demandada constituye una clara prueba de su inexistencia, bien hizo el sentenciante en declarar abstracta la cuestión planteada en este aspecto; ello sin perjuicio de los que -en definitiva- pudiera corresponder sobre la imposición de costas en este aspecto.




VI. Doy por acreditado la similitud entre el nombre real de la actora (ver DNI de fs.39/40) y la nominación artística de la demandada así como la utilización por parte de esta última del seudónimo FLORENCIA DE LA VEGA durante mucho tiempo.




Para decidir si los reparos que les merece a las apelantes debe o no tener acogida en la alzada, es imprescindible atender a las disposiciones legales aplicables al caso, teniendo presente lo preceptuado en el art. 21 ley 18.248 en cuanto señala que, si el nombre que pertenece a una persona fuere usado por otra para su propia designación, ésta podrá ser demandada para que cese en el uso indebido sin perjuicio de la reparación de los daños si los hubiere. Cuando fuere utilizado maliciosamente para la designación de cosas o personajes de fantasía y causare perjuicio moral o material podrá demandarse el cese del uso y la indemnización de los daños. En ambos casos el juez podrá imponer las sanciones que autoriza el art. 666 bis del Cód. Civil.




El caso sub lite entiendo que encuadra en el primer supuesto previsto en la citada ley al disponer que “si el nombre que pertenece a una persona fuere usado por otra para su propia designación (…) podrá ser demandada para que cese en el uso indebido” puesto que el nombre de la actora es utilizado por la demandada para individualizar una persona física y no un personaje de fantasía (conf RIVERA, El nombre en los Derechos Civil y Comercial, Astrea, pág. 82). En ese sentido, la doctrina y la jurisprudencia ha señalado que para la procedencia de la acción de impugnación es necesario acreditar la titularidad del nombre de la accionante y el uso indebido del nombre ajeno por parte del demandado, resultando indiferente la buena o mala fe por parte del infractor así como la conciencia sobre los daños ocasionados; aspecto éste que sólo puede tener repercusión en la medida del resarcimiento más no en cuanto al objeto principal de la acción (conf. BORDA, Tratado de Derecho Civil, Parte General, nº 349; RIVERA, obra citada, pág. 82 y nota nº 180; LLAMBIAS, Tratado de Derecho Civil. Parte General, nº 460; BELLUSCIO-ZANONI Código Civil Comentado, pág. 397; JA 1946-III-116 y LL 40-928).




VII. Es sabido que el apellido o nombre patronímico constituye la parte más importante de la denominación de las personas y la que sirve por sí sola para identificarla.




Para algunos autores el nombre "es un derecho absoluto que todo el mundo debe reconocer" y que "el derecho personalísimo que toda persona tiene sobre su nombre, la autoriza no solamente a servirse de él, sino también a impedir que todo tercero haga uso injustificado de esa designación" ; para otros, como lo señaló el Alto Tribunal citando a Orgaz el nombre es una institución de policía civil establecida por la ley en interés general, desde que tiene por objeto hacer posible la individualización de ellas a los fines del ejercicio de sus derechos y obligaciones (conf Fallos 318:1371, voto del doctor Fayt) y la protección está dada sólo como un aspecto de la protección de la misma persona, de modo que si ésta no tiene interés razonable que invocar no hay acción; en cambio, Llambías, Borda, Acuña Anzorena -entre otros- ven en el nombre una institución compleja que protege intereses individuales y sociales. El nombre no es sólo un derecho de la personalidad sino que desempeña una función social de identificación personal de la que el propio interesado no puede desentenderse (conf. LLAMBIAS, obra citada, pág. 290/291).




La ley vigente 18.248 al legislar sobre el nombre en su art. 1° dispone "que toda persona natural tiene el derecho y el deber de usar el nombre y apellido que le corresponde de acuerdo con las disposiciones de la presente ley" y el art. 21 "si el nombre que pertenece a una persona fuese usado por otra para su propia designación, ésta podrá ser demandada para que cese en el uso indebido”.




VIII. Es cierto que el artículo 22 de la ley del nombre señala que el uso del seudónimo que hubiera adquirido notoriedad -caso que se da en el sub examen- merece igual tutela que la del nombre (conf. LL 1990-A-13). Sin embargo, la elección de éste no es completamente libre sino que se lo debe elegir de modo que no cause perjuicio a nadie. Por consiguiente, la persona cuyo nombre fuera igual al que se pretende usar puede legalmente oponerse.




De la prueba testimonial surge que la actora es instrumentadora quirúrgica y que se sentía afectada en su faz psicológica y espiritual al escuchar continuamente su nombre y apellido en programas de televisión y teatros de revista (ver fs.365 y vta. y 382 y vta.). El uso de su nombre en un mundo completamente distinto del suyo hace lógico pensar los padecimientos que habrá tenido que soportar.  




En tales condiciones, si tenemos en cuenta que el uso de un seudónimo sin autorización de su propietario constituye una trasgresión que obliga a reparar el daño causado y que el derecho al nombre y al apellido constituye un derecho de propiedad cuya usurpación no puede justificarse invocando buena fe, me inclinó por considerar que corresponde revocar la sentencia apelada y, hacer lugar a la demanda ordenando, en consecuencia, a la demandada a cesar, en forma definitiva, del uso del seudónimo FLORENCIA DE LA VEGA.




VIII. Respecto a la liquidación de la suma adeudada en concepto de "astreintes” (fs.258 y confirmada por la Sala a fs.278), resuelvo que lo más equitativo es que su determinación se difiera para la etapa de ejecución de la sentencia con la intervención de ambas partes.




Por todo lo dicho, voto porque se revoque la sentencia apelada, en el sentido que surge en los Considerandos precedentes, costas de alzada a la demandada vencida (art. 68, Código Procesal).

                                   El Dr. Antelo adhiere al voto del Dr. Recondo.
La Dra. Medina dijo:




La cuestión medular del caso reposa en la pretensión de que la demandada conocida como Florencia de la Vega cese en el uso de tal seudónimo.



Para dar respuesta a tal tema asumo como hechos


* Que Florencia de la Vega es un seudónimo adoptado por una persona inscripta                                                 
   con el nombre Roberto Carlos Trinidad;


* Que la demandada es un personaje artístico de cierto conocimiento general en  
    el público que la identifica con tal seudónimo;


* Que públicamente esta persona se identifica con un género diferente al de su 
    sexo morfológico;


* Que la actora tiene el mismo nombre inscripto y que su actividad es                   
     instrumentadora quirúrgica.



El análisis de la controversia debe partir del hecho que conforme a la ley 18.248, la demandante tiene el derecho de exigir la supresión del nombre de la persona que lo usa sin derecho o la cesación de la utilización de ese nombre para la designación de cosas o personajes de fantasía (art. 22).




En un primer análisis parecerían estar dadas las circunstancias como para que la pretensión tuitiva prospere, pues evidentemente Roberto Carlos Trinidad está usando como seudónimo el nombre de la actora.




Sin embargo tal análisis sería incompleto pues merece y debe considerarse que el seudónimo también goza de tutela legal.




En efecto. El seudónimo notorio goza, en el derecho vigente, de la misma protección que el nombre (art. 23 ley 18.248) y su función puede llegar a ser excluyente o sustitutiva del nombre inscripto supuesto en el cual se ha admitido su equiparación al nombre a todos los efectos civiles (CNCiv., Sala G, Revista de Derecho Privado y Comunitario Nº 16, pág. 398; en el caso se admite que el conocido con el seudónimo Sergio Renán pudiera usarlo en todos los actos públicos y jurídicos en general, ordenándose su inscripción en el registro civil, con lo que en los hechos sustituyó al nombre originalmente inscripto).




Amén de ello el seudónimo constituye un derecho de propiedad en el sentido constitucional del término, esto es, un derecho apreciable fuera de sí mismo, de su vida y de su libertad (CSN, Fallos 145:307), y como tal está amparado por el artículo 17 CN. Con mayor razón de ser cuando el seudónimo notorio se identifica con una actividad artística o profesional fructífera, hipótesis en la cual se añade el derecho a obtener un fruto de esa propiedad.




En tal sentido podría concluir que el seudónimo de Florencia de la Vega identifica de manera indubitable a un determinado personaje artístico, de cierta notoriedad, y que con ese seudónimo se ejerce una actividad rentable.




La supresión del seudónimo causaría entonces una lesión a un derecho constitucional y legalmente protegido.




De modo pues que nos encontramos ante dos derechos tutelados; el de la titular del nombre inscripto y la de quien usa el seudónimo notorio, que se excluyen recíprocamente pues si se concede la protección a uno se la está negando al otro.




En tales circunstancias el Tribunal debe fallar “de acuerdo a las circunstancias del caso”, lo que ha de inducirle a dar tutela al derecho que sufriría un mayor menoscabo en caso de ser afectado.




En este sentido tengo para mí que el mayor daño lo sufriría la parte demandada si debiera cesar definitivamente en la utilización de un seudónimo con el que ha ganado notoriedad a lo largo de años de actividad artística. Ello afectaría, en primer lugar, esa actividad profesional en la que ha ganado cierta consideración.




Pero por otro lado ha de tenerse en cuenta que la parte demandada estaba inscripta con un nombre masculino y utilizaba un seudónimo femenino, lo que se ajustaba a su apariencia física. En este sentido la decisión de la parte demandada de usar un nombre femenino aparece hoy claramente amparada por la ley de identidad de género Nº 26.743 en tanto esta legislación autoriza el cambio de nombre a fin de adecuarlo al género de la persona. Esto es en definitiva lo que hizo la parte demandada aun antes de la legislación permisiva al optar por un seudónimo que se identificara con su apariencia de género.




En este plano la supresión del uso del seudónimo obligaría a la parte demandada a usar un nombre que no se adecua a su apariencia de género lo que afectaría su derecho a la identidad sexual que también encuentra tutela constitucional y legal.




En el otro lado, la perturbación de la actora es mínima, en tanto su actividad no tiene relación alguna con el mundo artístico y no existe posibilidad alguna de identificación con la demandada.




Por las razones expuestas estimo que en el caso debe prevalecer la protección del seudónimo, habida cuenta especialmente su íntima relación con el derecho a la identidad de la parte demandada.




Por ello doy mi voto en el sentido de que se confirme la sentencia apelada. Con costas por su orden, habida cuenta que la parte actora ha podido creerse con derecho a litigar como lo ha hecho, porque la demandada no se ha defendido y porque la solución propuesta es provista oficiosamente y por aplicación de legislación sobreviniente.

                                    Con lo que terminó el acto firmando los Señores Vocales por ante mí que doy fe. Fdo.: Ricardo Gustavo Recondo – Guillermo Alberto Antelo – Graciela Medina. Es copia fiel del original que obra en el T( 4, Registro N( 179, del Libro de Acuerdos de la Sala III de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal.

Buenos Aires,      28       de agosto de 2012.




Y VISTO: lo deliberado y las conclusiones a las que se arriba en el Acuerdo precedente, el Tribunal RESUELVE: revocar la sentencia apelada, en el sentido que surge en los Considerandos precedentes, costas de alzada a la demandada vencida (art. 68, Código Procesal).




Teniendo en cuenta la naturaleza del asunto, los incidentes de fs.141/142 y 278/279 y la extensión, calidad e importancia de los trabajos realizados, así como las etapas cumplidas, fijase los honorarios de los doctores Marcelo Chiappara y José Maria Vicetto, en la suma -en conjunto- de pesos TREINTA Y SEIS MIL ($ 36.000). Asimismo, establécese para los doctores Gabriela Inés Musante (fs.105, 110 y 124), Mario Barrasa y Eduardo Bottacchi -en conjunto- la cantidad de pesos SEIS MIL ($ 6.000)  (arts. 6, 9, 33, 37 y 38 de la ley 21.839, modificada por la 24.432).




Por alzada, ponderando el mérito de los escritos presentados y el resultado final de la apelación, regulase los honorarios del doctor José Maria Vicetto, en la suma de pesos NUEVE MIL CIEN ($ 9.100) (arts. 9 y 14 del arancel vigente).




Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Ricardo Gustavo Recondo – Guillermo Alberto Antelo – Graciela Medina.
